EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO  
NORMATIVA:

SUPRANACIONAL:

EUROPA:

REC (2006) 2 del Comité de Ministros del Consejo de los Estado miembros que aprobó las Reglas Penitenciarias Europeas, el 11 de enero de 2006. 

Con anterioridad, las Reglas Penitenciarias Europeas de 1987 recogieron la importancia del tratamiento penitenciario y la reinserción social del interno como piedras angulares del sistema. De este modo el buen orden regimental y la imprescindible vida ordenada que debe regir la convivencia en los centros penitenciarios dejaba de recaer en exclusiva en la seguridad y la disciplina, dando entrada al tratamiento penitenciario. Se preveía la creación de una carta penitenciaria europea que no se alcanzó (Van Zyl Smit, Dirk y Snacken, Sonja: Principios de Derecho y Política Penitenciaria Europea). Crítica a la situación: Abel Téllez.
N.U.:

Declaración Universal de Derechos Humanos (10 diciembre 1948)

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966)

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Declaración sobre la protección de todas las Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (1975)

Código de conducta para los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley (1979)

Convención contra la Tortura y otros tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (1984, ratificado por España en 1987)

ESTATAL: 

Constitución  (9, 10, 17.1, 24, 25, 103 y 106)

LOGP: EL Régimen disciplinario dentro del Título II “del régimen penitenciario”. Cap. IV. Arts. 41 a 45

R.P.: Título X “del régimen disciplinario y de las recompensas (Arts. 231 a 269). DDU, apartado 3, que mantiene la vigencia de algunos artículos RP 81 referentes a infracciones disciplinarias (7, 71,72, 75,273,276, 277 280 y la DT 3ª y 5ª)

R.P. 81: Arts. 108, 109, 110 y 111 y primer párrafo 124 en la redacción dada por el R.D. 878/1984, de 26 de marzo

R.P. 96: Procedimiento

LPAC (39/2015): En especial los arts. 39, 39,95 y 98.

Ley de Régimen Jurídico del Sector Público: (40/2015) 3 y del  23 AL 27.

JURISPRUDENCIA

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

JUZGADOS DE VIGILANCIA PENITENCIARIA

FUNDAMENTO:

Es una manifestación del ius puniendi del Estado en un contexto de relación de especial sujeción (otros ejemplos: régimen sancionador de la Guardia Civil, régimen disciplinario de los funcionarios de la AGE –Estatuto Básico-, régimen disciplinario del Poder judicial, régimen sancionador en materia de tráfico, régimen disciplinario del CNP).

Viene determinado por el ingreso en un establecimiento penitenciario. Pretende la prontitud en la resolución de los conflictos y la consecución de los objetivos que persigue, siempre a través de un procedimiento ajustado a Derecho. Es necesario como garante del resto de finalidades de la institución: seguridad y convivencia ordenada, retención y custodia, reeducación y reinserción social (debe ser esta la última ratio).

La Administración se encuentra en una posición de preeminencia de poder  para garantizar la seguridad y la convivencia ordenada. Definición de Nistal y Fernández Arévalo: conjunto de normas que regulan las conductas que por ser atentatorias contra la seguridad y la convivencia merecen la consideración de faltas, contemplando las sanciones que les pueden asignar, el procedimiento para su imposición, y las reglas de su respectivo cumplimiento.

Ubicación sistemática en el RP: con las recompensas. Serían dos formas de estímulos (positivos y negativos)

Art. 231.1 R.P.: estimular el sentido de la responsabilidad y la capacidad de autocontrol, como presupuestos necesarios para la realización de los fines de la actividad penitenciaria. Está en línea con lo dispuesto en el art. 41.1 LOGP.
Art. 231.2 R.P. ¿a quién se aplica? Lo que dice el Reglamento (internos de Centros penitenciarios excepto pacientes de Centros psiquiátricos). Lo que señala la I.1/2019 de la Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social.
EXTRALIMITACIÓN DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

Art. 232 R.P.: la potestad disciplinaria se ejercerá por la Comisión Disciplinaria, sin perjuicio de la potestad del Director para la imposición de sanciones por faltas leves, de acuerdo con los principios establecidos por la C.E., la LOGP, el Título IX de la 30/92 (ahora cap. III del Titulo preliminar de la 40/2015) y el RP.
PRINCIPIOS QUE RIJEN LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN PENITENCIARIA
1.- PRINCIPIO DE LEGALIDAD. Manifestación expresa 42.1 LOGP. Existencia de ley y saber con anterioridad cuáles son las conductas que se consideran contrarias al orden, para atenerse a la eventual sanción también predeterminada.

La tipificación de las infracciones en una norma reglamentaria y el principio de legalidad. El principio de reserva de ley no se quebranta si en ella se habilita la previsión de las conductas infractoras en un reglamento. Necesidad urgente de modificación.

2.- PRINCIPIO DE TIPICIDAD: Solo son infracciones las vulneraciones del ordenamiento jurídico previstas por ley (108, 109 y 110 RP 81).Las sanciones que se pueden imponer son las recogidas en la ley (42 LOGP). Se prohíbe la analogía tanto para las infracciones como para las sanciones. (27 LRJSP). Difícil compatibilidad con las infracciones que tipifica el RP de 1981 (gravedad, levedad, actos de grave escándalo…). Son desfasados y dan a la administración un amplio margen para la arbitrariedad. 

Téllez: conceptos jurídicos indeterminados y tipos abiertos. Principales defectos:
Existencia de coincidencia entre faltas graves y ciertos delitos.

Bienes jurídicos protegidos propios de otra época (decencia pública/108 i))

Poca claridad para distinguir algunas faltas leves, graves y muy graves (desobediencia y resistencia)

Falta de distinción entre los diferentes tipos de evasión (con o sin custodia, con o sin violencia).

3.- PRINCIPIO DE CULPABILIDAD: El derecho penal es reproche que se dirige al autor que realiza un hecho típico y antijurídico, siempre que hubiera podido actuar de modo distinta. Prueba de ello es la exclusión de los internos que se encuentran en establecimientos o unidades psiquiátricas. Es necesario también el dolo o la imprudencia. Este principio no se encuentra expresamente establecido en la LOGP pero se puede extraer de la graduación de las sanciones del 234 R.P. Está recogido en el art. 28.1 RJJSP.
   - Estimación de recursos por falta de prueba del conocimiento de la prohibición.

   - Posibles causas de inimputabilidad: enfermedad mental o discapacidad de los internos, hechos cometidos en estado de brote psicótico o estado de anormalidad psíquica por intoxicación. ¿es aplicable la teoría del error?
4.- PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD.

5.- PRINCIPIO DE NECESIDAD Y SUBSIDIARIEDAD. El régimen disciplinario es la última instancia. Se debe acudir a otras medidas alternativas e incluso, en su ejecución, a instrumentos que mitiguen sus efectos. Se halla expresamente establecido en el art. 71 R.P al regular la medidas de seguridad.

6.- PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD. Art. 254.2 R.P.: en los términos establecidos en este Reglamento, las sanciones impuestas podrán ser reducidas o revocadas y, si se trata de sanciones de aislamiento, podrá suspenderse su efectividad o aplazarse su ejecución.

   - Incorporación de procedimientos de mediación en línea con los postulados de la justicia restaurativa. Se ha incluido en el art. 84 C.P. tras reforma 2015. También el Estatuto de la Víctima incluye una posible actuación 

7.- PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD.

8.- PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. Existen distintas infracciones administrativas muy graves y graves que también se hallan tipificadas en el Código penal. 

No está recogido expresamente en la Constitución, pero deriva del de legalidad y tipicidad. El TC. hace una interpretación restrictiva de la posibilidad de sancionar en vía penal y administrativa una misma conducta. Problemas:

· Delimitación del bien jurídico protegido (recogido en el Código penal y seguridad y buen orden en el ámbito penitenciario). Así: el no regreso de un permiso no atenta contra la seguridad del centro.
· Vulneración del principio en supuesto de imposición de una sanción por la introducción o posesión de objetos no autorizados con el acuerdo de restricción o suspensión de comunicaciones orales por seis meses. STS para unificación de doctrina: no son identificables el fundamento y la finalidad anudados a la sanción como respuesta a una conducta constitutiva de falta con el fundamento y finalidad de prevenir la reiteración de una conducta inadecuada en el marco de las comunicaciones (sin perjuicio de que se deba evitar un inmotivado e inadecuado uso de las restricciones de las comunicaciones como sanción encubierta)

GARANTÍAS CONSTITUCIONALES ART. 24.2:

El TC. ha afirmado, reiteradamente, que, con carácter general, las garantías procesales contenidas en el art. 24.2 C.E. son aplicables no solamente en el proceso penal, sino también en los procedimientos administrativos sancionadores, con las matizaciones oportunas. En los expedientes disciplinarios en el ámbito penitenciario estas garantías han de aplicarse con especial rigor, al considerar que la sanción supone una grave limitación a la ya restringida libertad inherente al cumplimiento de una pena. En concreto ha analizado de forma especialmente detallada:

EL DERECHO A LA DEFENSA, que proscribe cualquier indefensión.

EL DERECHO A LA ASISTENCIA LETRADA, trasladable con ciertas condiciones.

· No se trata de un derecho pleno pues no abarca la comparecencia personal junto al interno ante los órganos disciplinarios ni incluye la asistencia jurídica gratuita en caso de necesidad si careciese de medios económicos suficientes. Este derecho solo existe en los procesos judiciales cuando los intereses de la justicia lo requieran.

· Cumple con la garantía constitucional lo previsto en el art. 242.2 letra i R.P. (abogado, funcionario del Centro penitenciario o cualquier otra persona que el interno designe –en este último caso si es compatible con las exigencias de seguridad, tratamiento y buen orden del establecimiento-). Si la Administración dificulta su ejercicio se considera vulnera el derecho constitucional si produce incapacidad para el examen de las cuestiones jurídicas, que deberá analizarse en el caso concreto (atendiendo a la mayor o menor complejidad del debate procesal y a la cultura y conocimientos del compareciente personalmente, deducidos de la forma y nivel técnico con que haya realizado su defensa). En todo caso, hay que dar respuesta por el Instructor.
· Problema práctico: solicitud de asesoramiento por otro interno (comunicaciones intermodulares presenciales)
EL DERECHO A SER INFORMADO DE LA ACUSACIÓN, con la indudable consecuencia de la inalterabilidad de los hechos imputados. Es una aplicación del principio acusatorio.
· Se deja sin efecto (JVP) acuerdo sancionador cuando el instructor propone sobreseimiento o cuando se impone sanción en cuantía superior a la propuesta manteniendo la misma calificación jurídica (p.e.: de pp a aislamiento en celda)

· Si la Comisión cambia la calificación jurídica agravándola, 244.2 R.P.

EL DERECHO A LA UTILIZACIÓN DE LOS MEDIOS DE PRUEBA PERTINENTES, del que deriva la obligación de motivar la denegación de los medios de prueba propuestos. Es inseparable del derecho de defensa. Las pruebas propuestas deben ser admitidas y estimadas, sin desconocimiento ni obstáculos.
· La prueba se debe solicitar en la forma y momento legalmente establecido

· La prueba debe ser decisiva en términos de defensa, correspondiendo al recurrente la carga de alegar y fundamentar la relevancia de las pruebas no practicadas.

· Principales problemas: acceso al material probatorio de cargo; partes de los funcionarios y oficios de los jefes de servicio, identificación de los funcionarios y prácticas de otras pruebas como la testifical, y el visionado de las cámaras.

· Partes: debe posibilitarse contradecir no sólo los hechos imputados, sino también la virtualidad probatoria de los medios de prueba empleados por la Administración. Así, el conocimiento del contenido del parte es ineludible, por lo que si su contenido se incorpora al pliego de cargos no se causa ninguna indefensión si no se le da copia. Respecto a la elevación por el Jefe de servicios, es una mera diligencia de tramitación procedimental cuya falta de comunicación al recurrente carece de relevancia para su defensa.

· Prueba videográfica: resoluciones diferentes. Se estima recurso cuando no se da respuesta a la solicitud en pliego de descargos (el interno alegaba que no se encontraba en el patio sino en su celda. El TC considera que el medio propuesto es idóneo para acreditarlo)

· Prueba testifical: Se desestima recurso cuando la pretensión del recurrente tenía por objeto una cuestión de interpretación jurídica y no fáctica. Se estima cuando se considera que el parte de funcionario goza de presunción iuris et de iure de veracidad (ni siquiera cuando son varios los que le suscriben). Hay que escuchar a otros internos que presenciaron los hechos y son, en cierto modo, ajenos a la relación que motivó la denuncia.
EL DERECHO A LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, que implica que la carga de la prueba recae sobre la Administración, con la prohibición absoluta de utilizar pruebas obtenidas por vulneración de derechos fundamentales. Nadie está obligado a probar su propia inocencia.
· Cualquier insuficiencia en el resultado de las pruebas practicadas debe traducirse en un pronunciamiento absolutorio.

· Prueba ilícita: manifestaciones vertidas por un interno en un escrito de queja dirigido al Juez (vulneración del secreto de las comunicaciones).

· Concesión amparo: incautación tarjeta telefónica hallada en lugar escondido de celda ocupada por seis internos en los seis meses anteriores). Dar por supuesta la participación de un interno en la remisión de una carta que al parecer contenía droga, por ser el destinatario de esta (no se acreditó la existencia de estupefaciente y se sancionó por indicio –ser destinatario-). Es una inferencia excesivamente abierta, débil o indeterminada.

· Sobre el valor probatorio de los partes de los funcionarios: es suficiente para destruir la presunción de inocencia.

· ¿cómo deben ser los partes de los funcionarios? “Todo relato acusatorio que debe constituir el fundamento del acuerdo sancionador, sin tener que ser en exceso minucioso o detallado, sí que debe ser completo y específico. Es decir, debe incluir los elementos fácticos que integran el tipo infractor objeto de la acusación o sanción, y debe permitir conocer con precisión cuales fueron las acciones o expresiones que se consideran sancionables. Y, el juez, en el ámbito de su función no puede separarse (lo mismo puede afirmarse de la Comisión disciplinaria), en lo esencial, del relato que venga formulado y no puede introducir por su cuenta datos fácticos esenciales en perjuicio del acusado, pues excederá de su función”.

EL DERECHO A NO DECLARAR CONTRA SÍ MISMO.

DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA.

· Utilización de formularios o modelos impresos para fundamentar las resoluciones judiciales puede suponer una vulneración de este derecho más que por insuficiencia de la motivación, por incongruencia omisiva, por dejar sin respuesta alguna de las cuestiones planteadas por el recurrente.

· Acceso a los recursos

POSICIONAMIENTO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EN LA RESOLUCIÓN DE LOS RECURSOS DE AMPARO:

Por lo general se plantean como recursos de naturaleza mixta (se recurre no solo la resolución judicial (art. 44 LOTC) sino, y al tiempo, la misma resolución sancionadora de la administración en la que se materializan en primer término el incumplimiento de las citadas garantías (art. 43)). En ocasiones el TC. posterga el análisis de las vulneraciones de la resolución administrativa invocando el carácter subsidiario del recurso de amparo, de modo que prima la pretensión deducida frente a la resolución judicial de tal forma que, si la estima,  detiene ahí su análisis retrotrayendo las actuaciones al momento anterior al dictado de la resolución judicial. En otras ocasiones reconoce el carácter preferente y autónomo de la queja frente a la actuación administrativa. En el primer caso la resolución tiene un carácter meramente declarativo.
Además, el TC. destaca el papel de los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria no solo para resolver por vía de recurso las reclamaciones que formulen los internos sobre sanciones disciplinarias (76.2.e LOGP), sino en general “salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones que en el cumplimiento de los preceptos del régimen penitenciario puedan producirse” (76.1 LOGP)

INFRACCIONES MUY GRAVES
108-A.- PARTICIPAR EN MOTINES, PLANTES O DESÓRDENES COLECTIVOS, O INSTIGAR A LOS MISMOS SI ESTOS SE HUBIERAN PRODUCIDO.

· Solo se prevé la infracción consumada

· Motín: El equivalente penal sería la sedición (ahora desórdenes graves). Alzamiento violento contra el orden público, por una pluralidad de internos y con una finalidad ilícita. Puede concurrir destrozos de las instalaciones, toma de rehenes, invasión de zonas no autorizadas.

· Plante: protesta colectiva para rechazar algo. No existe violencia porque es una desobediencia pasiva, pero sí colectiva, por una parte de la población penitenciaria. Debe alterar la ordenada convivencia. Sería negativa sistemática y continuada al cumplimiento de las órdenes dirigidas a restablecer la normalidad.

· Dificultades: diferenciar la situación del 109 b).
·  Las huelgas de patio: hay autos que desestiman recursos al entender que supone un supuesto de abuso de derecho por la intención declarada de su autor, en las circunstancias en las que se realiza (medida de presión colectiva y ejecutada por la desobediencia pasiva), causa daño al buen orden del establecimiento y a la ordenada convivencia. En otras ocasiones 109 b) (JCVP) o no sancionable si no se acredita alteración del orden.
108-B.- AGREDIR, AMENAZAR O COACCIONAR A CUALQUIERA PERSONAS DENTRO DEL ESTABLECIMIENTO O A LAS AUTORIDADES O FUNCIONARIOS JUDICIALES O DE INSTITUCIONES PENITENCIARIAS, TANTO DENTRO COMO FUERA DEL ESTABLECIMIENTO SI EL INTERNO HUBIERA SALIDO CON CAUSA JUSTIFICADA DURANTE SU INTERNAMIENTO Y AQUELLOS SE HALLAREN EN EL EJERCICIO DE SUS CARGOS O CON OCASIÓN DE ELLOS.

· Equivalentes: atentados, amenazas y coacciones CP
· La amenaza debe suponer el anuncio de un mal inminente y grave cuya realización dependa de la voluntad del interno. La expresión debe ser idónea para violentar el ánimo del sujeto pasivo. De otra forma sería falta de respeto.

· Múltiples resoluciones estimatorias cuando ocurrían fuera del establecimiento penitenciario.

· No existe amenaza en advertencias de denuncias (algunos autos)

· Las autolesiones o huelgas de hambre: no deben sancionarse salvo que impidan de forma inmediata un traslado o se dirijan a incumplir instrucciones de los funcionarios (otros autos consideran estas situaciones resistencia activa)

108-C: AGREDIR O HACER OBJETO DE COACCIÓN GRAVE A OTROS INTERNOS

· Es el menoscabo de su integridad corporal, su salud física o mental. Algunos autores proponen que, se requiera una primera asistencia médica, dejando al maltrato de obra las conductas que consistan en un empujón, una bofetada, un zarandeo, un tirón de pelos… cuando no produzca lesión física. Numerosos autos emplean este criterio (no hay agresión si no hay lesión)
· Coacciones graves: conducta que fuerza la libertad de otro interno para que haga o deje de hacer lo que desea (172 C.P). Requiere cierta violencia.

· Problemas: actitudes racistas, xenófobas o que atenten contra la dignidad personal de los compañeros de reclusión. Atentar contra la libertad sexual de las personas. Acoso.

108-D.- RESISTENCIA ACTIVA Y GRAVE AL CUMPLIMIENTO DE LAS ÓRDENES RECIBIDAS

· Es obstruir el cumplimiento de una orden legítima y concreta por medio de una reacción física y abiertamente violenta. Requiere un elemento subjetivo: el dolo de ofender o menospreciar el principio de autoridad.

· Dificultad para diferenciar de la resistencia pasiva y de la desobediencia. Resistencia activa como conducta que se opone a una orden legítima y concreta por medio de una reacción física y abiertamente violenta. Pasiva o menos grave es una conducta obstativa frente al mandato, que muestra incluso un aspecto físico pero en tono más pasivo que la anterior, pues va dirigido tan solo a mantener su oposición dentro de un plano defensivo. Desobediencia es simplemente el incumplimiento de una orden, aunque sea persistente, sin que se adviertan conductas o reacciones físicas por parte del interno.
108-E.- INTENTAR O FACILITAR LA EVASIÓN

· Es paralelo al delito de quebrantamiento de condena.

· Para gran parte de la doctrina, la evasión comporta siempre la elusión, huida, a una vigilancia, por lo que no se incluiría el no regreso de un permiso. Requeriría violencia en las personas o daños en las instalaciones o bienes del Centro. El ordenamiento dispone de instrumentos para impedir que este comportamiento prolifere (regresión de grado, denegación de futuros permisos, consecuencias penales)
· Retraso en la reincorporación del permiso. Soluciones dispares. En ocasiones desobediencia (en contra: las previsiones reglamentarias que se refieren a la desobediencia, en aras a la seguridad y buen orden del establecimiento, tienen la evidente finalidad de proteger el principio de autoridad que en un momento concreto se expresa en un acto determinado de ejercicio personal y directo ante el interno a quien de manera directa, personal, y en ejercicio de la función que trata de amparar, el funcionario en cuestión, dirige una orden para que sea acatada inmediatamente). No se trata de proteger un genérico principio de autoridad dimanante de una norma o acuerdo administrativo por más que este afecte y obligue al interno). Otro Auto lo considera falta leve por alterar el recuento. Mayoría resoluciones: 109-B

108-F.- INUTILIZAR DELIBERADAMENTE LAS DEPENDENCIAS, MATERIALES O EFECTOS DEL ESTABLECIMIENTO O LAS PERTENENCIAS DE OTRAS PERSONAS CAUSANDO DAÑOS DE ELEVADA CUANTÍA

· Para graduar la cuantía de los daños podría tomarse como referencia la graduación del delito de daños (263 CP/400 €)

108-G.- SUSTRACCIÓN DE MATERIALES O EFECTOS DEL ESTABLECIMIENTO O DE LAS PERTENENCIAS DE OTRAS PERSONAS.

· No se requiere ánimo de lucro.

· Algún Auto JVP incluye el fraude (reventa de productos del centro a través de la “rutina”)

108-H.- LA DIVULGACIÓN DE NOTICIAS O DATOS FALSOS, CON LA INTENCIÓN DE MENOSCABAR LA SEGURIDAD DEL ESTABLECIMIENTO

· Es una infracción de resultado, por lo que debe tener conocimiento de la falsedad además de su difusión

108-I.- ATENTAR CONTRA LA DECENCIA PÚBLICA CON ACTOS DE GRAVE ESCÁNDALO Y TRASCENDENCIA

· Es un tipo desfasado socialmente

INFRACCIONES GRAVES

109.A.- CALUMNIAR, INSULTAR Y FALTAR GRAVEMENTE AL RESPETO Y CONSIDERACIÓN DEBIDOS A LAS AUTORIDADES, FUNCINARIOS Y PERSONAS DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO ANTERIOR, EN LAS CIRCUNSTANCIAS Y LUGARES QUE EN EL MISMO SE EXPRESAN.

      - Mismos sujetos pasivos que falta muy grave. Mismos lugares.

      - La acción de calumniar requiere la falta imputación de un delito concreto. La injuria requiere ánimus injuriandi. Faltar gravemente al respeto es un concepto jurídico indeterminado

109-B.- DESOBEDECER LAS ÓRDENES RECIBIDAS DE AUTORIDADES O FUNCIONARIOS EN EL EJERCICIO LEGÍTIMO DE SUS ATRIBUCIONES O RESISTIRSE PASIVAMENTE A CUMPLIRLAS.

· Debe provocar una alteración regimental grave (y objetivada). La orden debe ser directa y clara.
· Las negativas a realización de analíticas. Autos: no son sancionables las analíticas regimentales por no estar amparadas por resolución judicial.

· Negativas a labores de limpieza

· No salir a cita médica. Normalmente se sancionan. De forma excepcional 109 h) o no se sanciona.

109-C.- INSTIGAR A OTROS RECLUSOS A MOTINES, PLANTES O DESÓRDENES COLECTIVOS, SIN CONSEGUIR SER SECUNDADOS POR ESTOS.

· Es una conducta en grado de tentativa

109-D.- INSULTAR A OTROS RECLUSOS O MALTRATARLES DE OBRA

109-E.- INUTILIZAR DELIBERADAMENTE LAS DEPENDENCIAS, MATERIALES O OFECTOS DEL ESTABLECIMIENTO O LAS PERTENENCIAS DE OTRAS PERSONAS CAUSANDO DAÑOS DE ESCASA CUANTÍA, ASÍ COMO CAUSAR EN LOS MISMOS BIENES DAÑOS GRAVES POR NEGLIGENCIA TEMERARIA

109-F.- INTRODUCIR, HACER SALIR O POSEER EN EL ESTABLECIMIENTO OBJETOS QUE SE HALLAREN PROHIBIDOS POR LAS NORMAS DE RÉGIMEN INTERIOR.

·  La Instrucción 3/2010 para centros ordinarios (anexo II) y la instrucción 2/2021 para centros abiertos.
109-G- ORGANIZAR O PARTICIPAR EN JUEGOS DE SUERTE, ENVITE O AZAR, QUE NO SE HALLAREN PERMITIDOS EN EL ESTABLECIMIENTO

109-H-LA DIVULGACIÓN DE NOTICIAS O DATOS FALSOS, CON LA INTENCIÓN DE MENOSCABAR LA BUENA MARCHA REGIMENTAL DEL ESTABLECIMIENTO

· También tipificada como falta muy grave ¿principio de alternatividad?

109-I.- LA EMBRIAGUEZ PRODUCIDA POR EL ABUSO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS AUTORIZADAS QUE CAUSE GRAVE PERTURBACIÓN EN EL ESTABLECIMIENTO O POR AQUELLAS QUE SE HAYAN CONSEGUIDO O ELABORADO DE FORMA CLANDESTINA, ASÍ COMO EL USO DE DROGAS TÓXICAS, SUSTANCIAS PSICOTRÓPIAS O ESTUPEFACIENTES, SALVO PRESCRIPCIÓN FACULTATIVA.

· Se sanciona la embriaguez, no el consumo. No se tipifica la elaboración de bebidas

· Uso de drogas es un vocablo que se equipara a la habitualidad o acto repetido, no a la ingesta

· Es problemático el consumo fuera del Establecimiento (p.e. durante el disfrute de un permiso)

FALTAS LEVES
110-A.- FALTA LEVE DE RESPETO

No podemos exigir a los ciudadanos que sean educados. La mala educación no se puede sancionar. 

   La doctrina propugna la desaparición del 110 d) por la ausencia de seguridad jurídica y su dudoso fundamento en el régimen disciplinario (hacer uso abusivo y perjudicial de objetos no prohibidos). También del 110 f) por ser una regla absolutamente genérica, inconcreta y promotora de la analogía, incompatible con la legislación vigente. (cualquier otra acción u omisión que implique incumplimiento de los deberes y obligaciones del interno, produzca alteración de la vida regimental y en la ordenada convivencia y no esté comprendida en los supuestos de los art. 108 y 109, ni en los apartados anteriores de este artículo)

SANCIONES

Existe una correlación entre infracciones y sanciones. Así:

Por la comisión de faltas muy graves se puede imponer:

a.- Sanción de aislamiento en celda de seis a catorce días de duración (siempre que se haya manifestado una evidente agresividad o violencia por parte del interno o cuando este reiterada y gravemente altere la normal convivencia del Centro). La sanción de aislamiento en celda como vulneración del art. 25.3 C.E.

· La sanción de aislamiento como trato o pena cruel, inhumana o degradante (no lo es per se pero sí puede serlo en función de las circunstancias de cumplimiento y duración)
b) Sanción de aislamiento hasta siete fines de semana. No exige que el interno haya manifestado una evidente agresividad o violencia o alterado reiterada y gravemente la normal convivencia del centro. Se cumple desde las 16:00 horas del viernes hasta las 8:00 del lunes.

Por la comisión de faltas graves se puede imponer:

a) Sanción de aislamiento en celda de lunes a viernes por tiempo igual o inferior a cinco días, siempre que concurra agresividad o violencia o alteración de la normal convivencia.

b) Privación de permisos de salida por tiempo igual o inferior a dos meses, privación de paseos o actos recreativos comunes desde tres días hasta un mes. La norma prevé la limitación de comunicaciones orales al mínimo tiempo previsto reglamentariamente durante un mes.

Aplicación práctica: privación de paseos y actos recreativos comunes. Es un aislamiento atenuado solamente regulado en su contenido por la I 1/2005. Se cumple en la celda y no impide asistir a actividades programadas. Además, se disfrutan de dos horas de patio (no en solitario) con acceso al economato

   Por la comisión de faltas leves: 

a) Privación de paseos y actos recreativos comunes hasta 3 días

b) Amonestación.
GRADUACIÓN DE LAS SANCIONES

Art. 42.3 LO. Repetición de la infracción. Existe cuando al interno se le hubiese impuesto con anterioridad otra y otras sanciones firmes por infracciones graves o muy graves y las correspondientes anotaciones en su expediente no hubieran sido canceladas. En este caso, las sanciones pueden incrementarse en la mitad de su máximo. Es potestativo para la Comisión disciplinaria

Art. 236 R.P. Concurso de infracciones. En el supuesto de comisión de varias faltas, tantas como infracciones, que vayan a ser enjuiciados en un mismo expediente, el cumplimiento puede ser: simultáneo o sucesivo (por orden de gravedad comenzando a cumplir las más graves en primer lugar). En este último supuesto el máximo de cumplimiento no puede exceder del triplo del cumplimiento de la sanción más grave, ni de 42 días consecutivos de aislamiento en celda.
 Cuando haya cumplimiento sucesivo de sanciones de aislamiento en celda, si los días impuestos son superiores a 14, deberán ser aprobados todos ellos por el JVP (del centro donde vaya a cumplirse, con independencia del centro que lo impusiera).

Cuando un mismo hecho sea constitutivo de dos o más faltas (concurso ideal) o     cuando una de ellas sea medio necesario para la comisión de otra, se aplicará, en su límite máximo, la sanción correspondiente a la falta más grave, salvo que resulte de menor gravedad la suma de las sanciones por las infracciones cometidas.

Art. 237 R.P. Infracción continuada: Realización de una pluralidad de acciones u omisiones que infrinjan el mismo o semejante precepto, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión. Se impone la sanción correspondiente a la infracción más grave en su límite máximo.

PROCEDIMIENTO      
Son aplicables todas las garantías procesales. Todos los recursos de amparo ante el TC lo son por vulneración de la tutela judicial efectiva. Se reconoce que no son aplicables la garantía de independencia e imparcialidad del órgano sancionador, el carácter público del proceso y no padecer dilaciones indebidas

Derecho a asesorarse (242.2.i R.P.) por letrado, de personal funcionario y de otros internos. El asesoramiento de letrado no incluye la asistencia jurídica gratuita. Tampoco se permite la presencia de letrado en la sesión del órgano sancionador. La participación del SOJ. El asesoramiento de personal funcionario incluye a cualquier profesional, también de juristas (en su calidad de asesor de la dirección del Centro 291.8 R.P. 81 pueden producirse situaciones antagónicas).

Derecho a la defensa: es un procedimiento contradictorio. El interno puede aportar todo el material que considere adecuado a sus intereses y a formular lo que le convenga en tres momentos diferentes: manifestación del expediente, examen del mismo y formulación del escrito.
Derecho a ser informado de la acusación. Se realiza a través del pliego de cargos (no con la denuncia que da lugar a la incoación del expediente). Ahí se comunica los hechos imputados, la calificación jurídica y la sanción atribuida.

Derecho a no declararse culpable o no declarar contra sí mismo. Incluye el derecho a mentir. El silencio no es admisión de culpabilidad.

Derecho a la presunción de inocencia. La carga de la prueba corresponde a quien acusa.

Derecho a emplear los medios de prueba adecuados para la defensa. Las que no se admitan se deben motivar de forma suficiente y razonable.

Derecho a la asistencia de intérprete en caso de extranjeros.

FASES:
INICIACIÓN. Normalmente por denuncia de funcionario (parte disciplinario) debe contener relato de hechos que pudieran constituir infracción, fecha de su comisión y todo cuanto sea posible para la identificación de los presuntos responsables. El director como único competente para acordarlo. El parte debe ser informado por el Jefe de Servicios, pudiendo ser completado y ampliado para su elevación al director. El parte se equipara a los atestados policiales. No tiene valor probatorio privilegiado ya que pueden ser desvirtuados por prueba de descargo. Son documentos públicos de carácter administrativo.

El Director puede ordenar la apertura de una información previa. Es potestativa salvo en supuestos de denuncia de otro interno. Permite descartar procedimientos infructuosos.
INSTRUCCIÓN. Formula el pliego de cargos, su calificación jurídica, propone al director medidas cautelares como la práctica de pruebas, acuerda de manera motivada las pruebas declaradas improcedentes o innecesarias, pone de manifiesto el expediente al interesado antes de redactar la propuesta de resolución, hace la propuesta de resolución, eleva el expediente a la Comisión y practica las pruebas que acuerde antes de la comisión. El instructor formula el pliego de cargos. El interno dispone de 3 días hábiles para presentar pliego de descargos por escrito o para comparecer ante el instructor y alegar verbalmente.

TRAMITACIÓN. Concluye con la puesta de manifiesto y audiencia. El instructor formula propuesta de resolución y la eleva a la comisión disciplinaria. Se comunica al interno que puede alegar verbalmente ante la Comisión.

RESOLUCIÓN. Plazo máximo de 3 meses desde la iniciación del expediente. Caducidad. Si la infracción no ha prescrito se puede iniciar un nuevo procedimiento por los mismos hechos. (95.3. LPACAP). El expediente caduca con la excarcelación del interno.

PROCEDIMIENTO PARA FALTAS LEVES

EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO
No son ejecutivos hasta que no se resuelva el recurso del interno ante el JVP o, en caso de que se haya impuesto, hasta que haya transcurrido el plazo para la interposición (5 días). Cuando se trate de sanciones de aislamento en celda superior a 14 días, hasta que haya sido aprobado su cumplimiento por el JVP. Excepción: actos de indisciplina grave apreciadas por la Comisión disciplinaria las sanciones de aislamiento hasta 14 días pueden ser inmediatamente ejecutadas. Lo son las de los apartados a, b, c, d, e y f del 108. Esta resolución de ejecución inmediata es recurrible por el interno en queja, que tendrá una tramitación urgente y preferente. Esta queja es independiente al recurso contra la sanción

CUMPLIMIENTO DE LA SANCIÓN DE AISLAMIENTO

Informe previo y reconocimiento de médico (no enfermeros)

Vigilancia diaria por facultativo. Posible suspensión o modificación.

No es aplicable a mujeres gestantes y a mujeres hasta seis meses después de la terminación del embarazo, a las lactantes ni a las que tuvieran hijos consigo.

Se cumple en la misma celda o en otra de similares características.

Dispone de dos horas de paseo en patio en solitario. No puede recibir paquetes del exterior ni adquirir en economato, salvo los autorizados por el director. Tiene comunicaciones orales.
Suspensión 255 R.P. y 43.2 LOGO

La Comisión disciplinaria pueda, de oficio o a propuesta de la Junta, acordar motivadamente la suspensión de la efectividad de las sanciones. El régimen está al servicio del tratamiento /71 LOGP)

RÉGIMEN DE RECURSOS EN MATERIA DISCIPLINARIA.

LOS MEDIOS COERCITIVOS.
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